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I. Introducción

En el 2023, la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Admi-
nistración Tributaria (SUNAT) inició un procedimiento de fis-
calización dirigido a verificar la veracidad de la renta de tercera 
categoría declarada por una empresa en el ejercicio 2020. 

No obstante, la empresa no tuvo oportuno conocimiento del 
inicio del referido procedimiento de fiscalización, lo que impidió 
la presentación de la información y documentación que susten-
taba los costos de ventas, los gastos administrativos y financieros 
consignados en la autodeterminación realizada por la compañía 
en la Declaración Jurada Anual del Impuesto a la Renta del ejer-
cicio fiscalizado. 

En consecuencia, al concluir el procedimiento de fiscaliza-
ción, la SUNAT emitió la resolución de determinación corres-
pondiente, estableciendo una deuda tributaria ascendente a S/ 
14 474 370.00 (catorce millones cuatrocientos setenta y cuatro 
mil trescientos setenta con 00/100 soles), sustentada en el des-
conocimiento total del costo de ventas, los gastos administrativos 
y financieros declarados. 

Ante este contexto, la empresa interpuso un recurso de re-
clamación contra dichas resoluciones, ofreciendo como medios 
probatorios la información contable y tributaria que sustentaba 
los costos y gastos observados; sin embargo, la Administración 
Tributaria denegó su admisión y valoración, confirmando así la 
deuda tributaria determinada. 

En tal sentido, la negativa de admitir los medios probatorios 
ofrecidos en la etapa de reclamación pone de manifiesto la posi-
ble vulneración de derechos constitucionales que deben regir en 
cualquier procedimiento administrativo tributario. 

En ese orden de ideas, procedemos a delimitar algunos con-
ceptos necesarios a fin de establecer si el actuar de la Adminis-
tración Tributaria se configura en una contravención al derecho 
constitucional a probar. 
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II. El derecho constitucional a la prueba 
 y el principio de verdad material

2.1. El derecho constitucional a probar

El Tribunal Constitucional ha establecido en la sentencia recaída 
en el Expediente número  03997-2013-PHC/TC lo siguiente: 

[...] existe un derecho constitucional a probar, aunque no autóno-
mo, que se encuentra orientado por los fines propios de la obser-
vancia o tutela del derecho al debido proceso. Constituye un dere-
cho básico de los justiciables de producir la prueba relacionada con 
los hechos que configuran su pretensión o su defensa. Según este 
derecho, las partes o un tercero legitimado en un proceso o proce-
dimiento, tienen el derecho a producir la prueba necesaria con la 
finalidad de acreditar los hechos que configuran su pretensión o 
defensa. 

Asimismo, el referido Tribunal ha delimitado el contenido 
del derecho a probar en la sentencia emitida en mérito al Expe-
diente número 6712-2005-HC/TC señalando: 

[...] Se trata de un derecho complejo que está compuesto por el de-
recho a ofrecer medios probatorios que se consideren necesarios, a 
que estos sean admitidos, adecuadamente actuados, que se asegure 
la producción o conservación de la prueba a partir de la actuación 
anticipada de los medios probatorios, y que éstos sean valorados de 
manera adecuada y con la motivación debida [...]. 

Como observamos, el Tribunal Constitucional ha estableci-
do la existencia de un derecho constitucional a probar orienta-
do por los fines propios del derecho al debido proceso, consti-
tuyéndose en un derecho básico a producir la prueba necesaria 
con la finalidad de acreditar los hechos que configuran su de-
fensa. Asimismo, dicho derecho implica, además, la valoración 
adecuada y la motivación debida de los medios probatorios 
ofrecidos.

Asimismo, es importante señalar que la constitucionaliza-
ción del derecho a la prueba implica la exigencia de efectuar una 
lectura de las normas procesales tendente a permitir la máxima 
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actividad probatoria, siendo preferible el exceso en la admisión 
de pruebas a la postura restrictiva.1 

Además, el numeral 1.2. del artículo IV del Título Preliminar 
del T.U.O. de la Ley del Procedimiento Administrativo General 
(2019), reconoce expresamente el derecho al debido procedi-
miento, en donde encontramos como subprincipio el derecho a 
probar, establece que:  

[...] los administrados gozan de los derechos y garantías implícitos 
al debido procedimiento administrativo. Tales derechos y garantías 
comprenden, de modo enunciativo mas no limitativo, los derechos 
a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar los cargos impu-
tados; a exponer argumentos y a presentar alegatos complementa-
rios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de la palabra, 
cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, fundada en 
derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo razona-
ble; y, a impugnar las decisiones que los afecten. 

Al respecto, el profesor Morón Urbina ha precisado lo si-
guiente:  

[...] la dimensión más conocida del derecho al debido proceso, 
comprende una serie de derechos que forman parte de un estándar 
mínimo de garantía para los administrados, que a grandes rasgos y 
mutatis mutandis implican la aplicación a la sede administrativa de 
los derechos concebidos originariamente en la sede de los procesos 
jurisdiccionales. Por lo general se suelen desprender los siguientes 
subprincipios esenciales: el contradictorio, el derecho a la defensa, 
el derecho a ser notificado, el acceso al expediente, el derecho de 
audiencia, el derecho a probar, entre otros [...].2 

En ese orden de ideas, no queda duda que el derecho a probar 
debe ser garantizado y respetado por las autoridades adminis-
trativas, incluyendo a la SUNAT, en el desarrollo de los procedi-
mientos administrativos.  

1	 Picó Junoy, J, “El derecho constitucional a la prueba y su configuración 
legal en el nuevo proceso civil español”, La ciencia del derecho procesal cons-
titucional. Estudios en homenaje a Héctor Fix-Zamudio en sus cincuenta años 
como investigador del derecho, UNAM, 2008, p. 530.

2	 Morón Urbina, J.C., Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo 
General, 15ª. ed., Gaceta Jurídica, 2020, p. 86.
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2.2. El principio de verdad material

El numeral 1.11. del artículo IV del Título Preliminar del T.U.O. 
de la Ley del Procedimiento Administrativo General (2019) esta-
blece que en mérito al principio de verdad material: “[...] la auto-
ridad administrativa competente deberá verificar plenamente los 
hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá 
adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por 
ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados 
o hayan acordado eximirse de ella [...]”. 

En relación al referido principio, Morón Urbina ha señalado que 
las actuaciones probatorias de las autoridades administrativas de-
ben estar dirigidas a la identificación y comprobación de los hechos 
reales producidos y a constatar la realidad, ello independientemen-
te de cómo hayan sido alegadas o probadas por los administrados.  

Asimismo, agrega que, el principio de verdad material pre-
tende que la probanza actuada en un procedimiento permita dis-
tinguir cómo en realidad ocurrieron los hechos (verdad real o 
material) de lo que espontáneamente pueda aparecer en el expe-
diente conforme a las pruebas presentadas por los administrados 
(verdad formal o aparente).3 

Por otro lado, Mirian Ivanega ha referido que la búsqueda de 
la verdad material,4  supone que se deseche la prevalencia de cri-
terios que acepten como verdadero algo que no  lo es o que nie-
guen la veracidad de lo que sí lo es, ya que, con independencia de 
lo que los  administrados hayan aportado en el procedimiento, la 
administración pública siempre debe  buscar la verdad sustancial 
como mecanismo para satisfacer el interés público, adaptando su  
actuación oficiosa, para superar las restricciones cognoscitivas 
que puedan derivar de la  verdad jurídica meramente formal. 

Como observamos, el principio de verdad material se cons-
tituye en un deber de obligatoria observancia por parte de la ad-

3	 Ibidem, p. 119.
4	 Ivanega M. M., “El alcance del principio de verdad material en el procedi-

miento administrativo”, Aída. Ópera Prima de Derecho Administrativo, vol. 
11, 2012, pp. 199-201.
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ministración pública, incluyendo a la SUNAT, dado que, con el 
objetivo de verificar plenamente los hechos que sustentan sus de-
cisiones, debe adoptar todas las medidas probatorias necesarias 
en el desarrollo de los procedimientos tributarios, ello implica la 
debida admisión y correcta valoración de los medios probatorios. 

Ahora bien, en tanto hemos establecido que, en mérito al 
principio de verdad material, las actuaciones probatorias de la 
Administración Tributaria deben encontrarse orientadas a la 
comprobación de hechos reales, observamos que el derecho a 
probar se encuentra altamente vinculado al referido principio, 
ya que, es precisamente mediante la adecuada actuación proba-
toria de la SUNAT, que se verificaran plenamente los hechos que 
motivan sus decisiones.

2.3. Análisis del caso

Como se ha referido previamente, la empresa fiscalizada al no 
tener oportuno conocimiento del inicio del procedimiento de 
fiscalización, se vio impedida de presentar la información solici-
tada por la Administración Tributaria. 

En consecuencia, al no poder presentar la documentación 
que sustentaba los costos y gastos incurridos para el normal de-
sarrollo de su actividad generadora de renta, dichos conceptos 
fueron desconocidos en su totalidad generando una deuda tribu-
taria. 

En tal sentido, al interponer el recurso de reclamación contra 
las resoluciones emitidas como consecuencia del procedimiento 
de fiscalización, presentó como medios probatorios toda la docu-
mentación sustentatoria que acreditaba la realidad de las eroga-
ciones reparadas por el Fisco. 

Cabe señalar que, dicha información era indispensable para 
desvirtuar los reparos contenidos en la resolución de determina-
ción; por lo que, solicitó su admisión y valoración sustentando su 
solicitud en el principio de verdad material, ya que resulta “ma-
terialmente” imposible que la empresa no efectuase gasto alguno 
en el ejercicio fiscalizado. 
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Sin embargo, la SUNAT, al resolver el recurso de reclamación 
interpuesto por la contribuyente, señaló que conforme a lo esta-
blecido en el artículo 141 del Código Tributario, si una prueba 
no es presentada en la etapa de verificación o fiscalización, pese 
a haber sido requerida, no será admitida en la etapa de reclama-
ción. Dicha limitación, podrá ser superada si el deudor tributa-
rio acredita la cancelación del monto reclamado vinculado a las 
pruebas  presentadas o afiance la deuda. 

En consecuencia, refirió que correspondía que la contribuyen-
te acreditase la cancelación del monto adeudado o presentase carta 
fianza bancaria a fin de admitir y valorar los medios probatorios. 

Ahora bien, es necesario realizar un breve acercamiento al 
fundamento del procedimiento de fiscalización. Al respecto, el 
artículo 62 del Código Tributario (2013) establece que la facul-
tad de fiscalización de la Administración Tributaria se ejerce en 
forma discrecional, y que ésta incluye la inspección, investiga-
ción y el control del cumplimiento de las obligaciones tributarias. 

En otras palabras, la SUNAT tiene la facultad de controlar el 
efectivo cumplimiento de las obligaciones tributarias, lo cual im-
plica establecer si la autodeterminación efectuada por los con-
tribuyentes es correcta. En tal sentido, de establecerse, tras un 
procedimiento de fiscalización, que la determinación efectuada 
es incorrecta, procede a emitir una resolución de determinación 
corrigiendo las inconsistencias detectadas. 

Al respecto, el ejercicio de dicha facultad exige, entre otros 
aspectos, que la Administración Tributaria garantice y comprue-
be en cada caso en concreto, que los actos administrativos emiti-
dos se traduzcan en una fiel manifestación del ejercicio de todas 
sus facultades que le permitan comprobar y atender la real capa-
cidad contributiva del deudor tributario.5 Es decir, se presupone 
que el Fisco al emitir una resolución de  determinación agota to-
dos los medios que le permitan tener certeza de los motivos que  
fundamentan sus decisiones. 

5	 Bardales Castro, P., “¿Es posible la admisión de medios probatorios y/o ar-
gumentos luego del cierre de los requerimientos? Breves notas con motivo 
de la aplicación del reglamento del procedimiento de fiscalización tributa-
ria”, THĒMIS-Revista de Derecho, vol. 64, 2013, p.  39. 
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En consecuencia, solo de ese modo, se garantizará que la ac-
tuación de la Administración Tributaria con motivo del ejercicio 
de su facultad de fiscalización no afectará la situación jurídica de 
un contribuyente sobre la base de alguna omisión en el cumpli-
miento de sus deberes, en los cuales encuentra su fin y existen-
cia.6 

En ese orden de ideas, en virtud del principio de verdad ma-
terial, se busca que la resolución  de determinación que emite la 
Administración Tributaria no se traduzca en una manifestación  
formal del procedimiento de determinación de la deuda tribu-
taria, contrario a ello, debe ser  una expresión justa y real de la 
capacidad contributiva de los administrados; es decir, se exige  a 
la administración tomar en cuenta los elementos existentes que 
permitan conocer en forma  directa el hecho generador de la 
obligación tributaria y la cuantía de la misma.7 

Ahora bien, consideramos que los parámetros preestableci-
dos se extienden a la facultad resolutoria de la Administración 
Tributaria, en mérito a la cual, la SUNAT se constituye en el ór-
gano resolutor del recurso de reclamación; es decir, de la primera 
etapa del procedimiento contencioso tributario. 

Morón Urbina al comentar el recurso de reconsideración que 
conforme a la Ley del Procedimiento Administrativo General se 
interpone ante la misma autoridad emisora de una decisión con-
trovertida, al igual que el recurso de reclamación, señala que: 

[...] El fundamento de este recurso radica en permitir que la misma 
autoridad administrativa que conoció el procedimiento revise nue-
vamente el caso y pueda corregir sus equivocaciones de criterio o 
análisis. Como se trata de la autoridad que ya conoce del caso, an-
tecedentes y evidencia, presupone que podrá dictar una resolución 
con mayor celeridad que otra autoridad que recién conozca de los 
hechos. 

Presume que si la autoridad toma conciencia de su equivoca-
ción a partir del recurso del administrado, procederá a modificar 

6	 Idem.
7	 Ibidem, pp. 39 y 40.
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el sentido de su decisión para evitar el control posterior del su-
perior.8  

En tal sentido, la SUNAT como entidad resolutora del recurso 
de reclamación, se encuentra en la obligación de verificar, con-
forme a los argumentos esgrimidos por los contribuyentes en el 
planteamiento de dicho recurso, la correcta determinación de la 
obligación tributaria plasmada en la resolución respectiva.  

Por consiguiente, deberá tener en cuenta también los pará-
metros descritos previamente en relación al procedimiento de 
fiscalización, ya que, de detectar alguna omisión o extralimita-
ción en el ejercicio de su facultad fiscalizadora deberá modificar 
o declarar la nulidad de la resolución de determinación emitida. 

Por lo tanto, en la etapa de reclamación, la Administración Tri-
butaria deberá verificar que la resolución de determinación atiende 
a la real capacidad contributiva de los contribuyentes, agotando to-
das las atribuciones que la ley le confiere. Dicha verificación impli-
ca constatar la adecuada aplicación del principio de verdad material 
y el respeto de los derechos fundamentales de los administrados. 

En ese orden de ideas, la resolución de determinación emiti-
da a la empresa fiscalizada, en la que se desconoció la totalidad 
de los costos y gastos deducidos en el ejercicio 2020 se encuentra 
totalmente apartada del correcto ejercicio de la facultad fiscaliza-
dora de la SUNAT. 

Ello es así, porque en un pronunciamiento absolutamente 
alejado de la real capacidad contributiva de la empresa y de los 
parámetros del principio de verdad material. La Administración 
Tributaria desconoció la totalidad de los gastos y costos que le 
permitieron el normal desarrollo de la actividad económica por 
la que finalmente abonó el Impuesto a la Renta respectivo. 

No obstante, en la etapa de reclamación, la Administración 
Tributaria confirmó la determinación efectuada sustentándose 
únicamente en las limitaciones establecidas en función al ofre-
cimiento de pruebas extemporáneas en dicha etapa, es decir, 
inaplicando el principio de verdad material. 

8	 Morón Urbina, J.C., op. cit., p. 213.
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Ahora bien, la Quinta Sala de Derecho Constitucional y So-
cial Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, 
mediante la Casación número 546-2022 LIMA, emitida con ca-
rácter de precedente vinculante, ha establecido lo siguiente:

[...] De acuerdo a los principios de oficio, de informalismo y ver-
dad material en  en cualquierado del procedimiento administrativo, 
corresponde a la autoridad administrativa incorporar de oficio, las 
pruebas que consideren necesarias para el esclarecimiento de los 
hechos. Por tanto, a la luz de estos principios y la  interpretación 
sistemática de los artículos 126 y 141 del […] Código Tributario, si  
bien la prueba extemporánea solo será admitida cuando el deudor 
tributario pruebe  que la omisión no se generó por su causa o acre-
dite la cancelación del monto  reclamado vinculado a las pruebas 
presentadas actualizado a la fecha de pago o  presente carta fianza 
u otro garantía por dicho monto actualizado con los intereses,  tam-
bién lo es que se debe afirmar la potestad de la Administración de 
incorporar de  oficio la prueba extemporánea que permita llegar a 
la convicción que se está  alcanzado la verdad material [...].  

Como observamos, la Corte Suprema ha establecido con ca-
rácter de precedente vinculante que corresponde a la autoridad 
administrativa incorporar de oficio las pruebas necesarias para el 
esclarecimiento de los hechos que sustentan sus decisiones.  

No obstante, el Tribunal Fiscal en la Resolución número 
04070-2-2024, entre otras, ha señalado que: 

[...] conforme a lo dispuesto por el artículo 22ª del Texto Único 
Ordenado de la Ley  Orgánica del Poder Judicial, aprobado por el 
Decreto Supremo Nº 017-93-JUS, el  artículo 397º del Texto Único 
Ordenado del Código Procesal Civil aprobado por la  Resolución 
Ministerial Nº 010-93-JUS y el artículo 36º del Texto Único Orde-
nado  de la Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo 
aprobado por el  Decreto Supremo Nº 011-2019-JUS, los preceden-
tes contenidos en sentencias de  casación, son vinculantes solo para 
los órganos jurisdiccionales, y, en tal sentido,  no para este Tribunal 
Administrativo. 

En tal sentido, conforme a lo estipulado en el artículo 141 
del Código Tributario (2013), la prueba extemporánea; es decir, 
aquella solicitada y no presentada en el procedimiento de fisca-
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lización, solo será admitida en etapa de reclamación cuando el 
deudor tributario acredite que la omisión en su presentación no 
se generó por su causa o acredite la cancelación del monto recla-
mado vinculado a las pruebas presentadas. 

Sin embargo, la regla precitada no limita la potestad de la 
Administración Tributaria de incorporar de oficio la prueba ex-
temporánea que le permita llegar a la convicción de que está al-
canzando la verdad material en un caso en concreto. Asimismo, 
como se ha referido previamente, al encontrarnos frente a un de-
recho de carácter constitucional como es el derecho a probar, las 
normas procedimentales que las regulan deben ser interpretadas 
en su más amplio sentido, con la finalidad de evitar la vulnera-
ción de dicho derecho. 

En tal sentido, la SUNAT se encuentra habilitada a admitir, 
actuar y valorar los medios probatorios ofrecidos en la etapa de 
reclamación, aun cuando éstos no hayan sido presentados en el 
procedimiento de fiscalización, ya que en aplicación del princi-
pio de verdad material, se encuentra obligada a verificar plena-
mente los hechos que motivan sus decisiones adoptando todas 
las medidas probatorias necesarias. 

En ese orden de ideas, en el caso comentado, la SUNAT vul-
neró el derecho a probar de la empresa fiscalizada al impedirle la 
actuación de los medios probatorios, que lograrían desacreditar 
los reparos efectuados, ello teniendo en cuenta que es material-
mente imposible que la compañía no haya efectuado gasto alguno 
durante un ejercicio en el que generó ingresos gravados. 

III. Conclusiones

El principio de verdad material busca que las decisiones admi-
nistrativas no se basen en una verdad meramente formal, sino en 
una verdad sustancial y real que considere todos los elementos 
disponibles para reflejar de manera justa la capacidad contributi-
va de los administrados. 

Asimismo, el referido principio impone a la Administración 
Tributaria la obligación de actuar con diligencia en la verifica-
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ción de los hechos que motivan sus decisiones. En tal sentido, 
la SUNAT tiene la facultad y el deber de incorporar de oficio las 
pruebas ofrecidas en la etapa de reclamación, a fin de asegurar 
que la determinación de las deudas tributarias son correctas. En 
tal sentido, la negativa a admitir dichas pruebas no solo se aparta 
del mandato legal, sino que se constituye en una vulneración del 
derecho al debido procedimiento, del cual el derecho a probar es 
un componente esencial. 

El análisis del caso propuesto, evidencia que la SUNAT vul-
neró el derecho constitucional a probar al no admitir los medios 
probatorios ofrecidos por la empresa en la etapa de reclamación, 
lo cual contraviene los alcances del principio de verdad material. 
En consecuencia, la Administración Tributaria no garantizó una 
determinación acorde con la capacidad contributiva de la compa-
ñía, al confirmar el desconocimiento de la totalidad de los costos 
y gastos deducidos en el ejercicio fiscalizado sin considerar los 
medios probatorios ofrecidos. 

La SUNAT considera indebidamente que las resoluciones de 
carácter vinculante emitidas por la Corte Suprema de la Repúbli-
ca, no le resultan aplicables, en tanto no existe una norma expre-
sa que así lo establezca, lo que no sucede con las resoluciones de 
carácter vinculante emitidas por el Tribunal Constitucional que 
sí son acatadas por la Administración Tributaria.
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